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Sr. S. de Vega, presidente y  
ponente 
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 12 de 
febrero de 2026, con asistencia de 
los miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera 
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 

 
DICTAMEN 412/2025 

 
I  

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 15 de octubre de 2025 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 

la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de resolución del 
contrato de obras de rehabilitación de edificio destinado a servicios sociales, 
centro de ocio para jubilados, centro ocupacional y centro de acción social en 
xxxx, celebrado entre el Ayuntamiento y qqq1, S.L. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite el 16 de octubre de 2025, 
se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 412/2025, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
al consejero Sr. S. de Vega.  

 
Primero.- Mediante resolución del Ayuntamiento de xxxx de 11 de 

diciembre de 2024, se adjudicó el contrato de obras de rehabilitación del 
edificio destinado a servicios sociales, centro de ocio para jubilados, centro 
ocupacional y centro de acción social de la localidad, por procedimiento abierto 
simplificado, varios criterios de adjudicación, mejor relación calidad–precio y 
con número de expediente 1417/2024, a la mercantil qqq1, S.L. 

 
El 19 de diciembre se formalizó el contrato, que cuenta con un plazo de 

duración de 19 meses a partir del acta de comprobación del replanteo. 
 
Tal acta de comprobación de replanteo se firmó el 3 de febrero de 2025. 
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Segundo.- Mediante providencia de la Alcaldía, de 2 de mayo de 2025, 

se suspenden temporalmente los trabajos debido a la “imposibilidad de 
ejecución de trabajos en zonas habitadas” y a la “aparición de patologías 
estructurales no contempladas en proyecto”. Todo ello con base en el informe 
del director de obra de 27 de abril. 

 
Por escrito de 7 de mayo la contratista solicita que la suspensión se 

prolongue por un período de dos meses. La Administración accede a ello por 
resolución de 23 de mayo. 

 
El 2 de julio la contratista reclama una ampliación adicional de la 

suspensión de un mes y medio, la cual se concede por resolución de 16 de 
julio. 

 
Tercero.- Mediante resolución de 11 de agosto se inicia el expediente 

para la modificación del contrato. 
 
Esta modificación surge, según el director de obra, al detectar 

patologías estructurales graves, no previstas en la fase de diseño inicial, 
durante los trabajos preliminares de demolición interior.  

 
Además se incluye una propuesta de refuerzo estructural, nueva 

propuesta de instalaciones, impacto en las instalaciones eléctricas y estimación 
de impacto económico (el cual representa un incremento de un 13,82 % 
respecto al presupuesto base inicial), y considera precisamente que “las 
modificaciones, que en ningún caso se consideran sustanciales, puesto que el 
valor de la modificación no supone una alteración en la cuantía del contrato 
que exceda del 15 por ciento del precio inicial del mismo”. 

 
La notificación de la resolución se remite al contratista. Sin embargo, es 

rechazada en sede electrónica el 22 de agosto. 
 
Cuarto.- Mediante resolución de 9 de septiembre de 2025 se aprueba 

la modificación contractual, se aprueba y dispone “la cantidad de 435.467,27 
euros a la que asciende el incremento del precio del contrato adjudicado que 
requiere de modificación”, y se concede “una prórroga del plazo de ejecución 
del contrato de 4 meses debido a las causas imprevistas”. 

 
La notificación de la resolución se envía a la interesada y es rechazada 

en sede electrónica el 20 de septiembre. 
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Quinto.- Obran en el expediente el acta de la reunión celebrada entre 

representantes del Ayuntamiento y de la contratista el 3 de septiembre, en la 
que estos últimos habrían declarado que “están en preconcurso y no podrán 
acometer la obra”; así como de la reunión celebrada el 9 de septiembre en la 
que habrían reiterado “lo ya comentado en la anterior reunión, que estaban 
en situación de preconcurso y que era imposible ejecutar la obra”. 

 
También figura un informe del redactor del proyecto de 7 de octubre 

de 2025, que señala literalmente: “Con fecha 09/09/2025 se produce una 
reunión en las dependencias del Ayuntamiento de xxxx en el que acuden los 
representantes de la empresa adjudicataria de la obra, representantes políticos 
y técnicos del Ayuntamiento de xxxx y el abajo firmante como redactor del 
proyecto director de obra en el que la empresa manifiesta la imposibilidad de 
continuar con la obra adjudicada y encontrarse en preconcursal”. 

 
Además, se ha incorporado un informe de la coordinadora de obras y 

servicios del Ayuntamiento y un informe de qqq2, ambos de 9 de octubre de 
2025, y un correo electrónico dirigido al avalista del contratista.  

 
Sexto.- El 11 de septiembre de 2025 se dicta resolución de inicio de 

procedimiento de resolución contractual por incumplimiento de la obligación 
principal del contrato. La Administración sostiene que: 

 
“La manifestación expresada por la adjudicataria de no poder 

hacer frente a la ejecución del contrato, es `per se´, un incumplimiento claro 
e inequívoco, que conforme previene también el art. 76.2 de la LCSP supone 
la imposibilidad de cumplir los compromisos asumidos en el contrato, esto es, 
adscribir a la ejecución del contrato los medios personales o materiales 
suficientes para ello, y es por esto, que estos compromisos están recogidos no 
solo en el contrato, sino también en los pliegos, documentos que les atribuye 
el carácter de obligaciones esenciales a los efectos previstos en el artículo 211. 

 
»El contrato establece en su cláusula novena que en el caso de 

que el contratista realizara defectuosamente el objeto del contrato, 
incumpliera el compromiso de dedicar o adscribir a la ejecución del contrato 
los medios personales o materiales suficientes para ello, o incumpliera las 
condiciones especiales de ejecución del contrato, se consideran causas de 
resolución contractual. 
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»Consecuentemente no solo el pliego y el contrato suscrito 
recoge como causa especial de resolución la no ejecución de la obra, sino que 
ni tan siquiera sería necesario que así se expresara ya que supone una 
gravedad manifiesta de ruptura del elemento básico del contrato que es la 
propia ejecución del mismo, y por ende, la obligación principal y esencial”. 

 
La notificación de esta resolución se remite al contratista el 11 de 

septiembre, pero es rechazada en sede electrónica el 23 de septiembre. 
 
Séptimo.- El 2 de octubre de 2025 el contratista presenta un escrito 

en el que se opone a la resolución de contrato. Niega que en alguna reunión 
mantenida con el Ayuntamiento se haya puesto de manifiesto la imposibilidad 
de ejecutar la obra; indica que no se encuentra en estado de insolvencia; 
señala que durante el período en el que la obra ha estado suspendida se la 
han causado una serie de daños y perjuicios que ascienden a 30.296,78 euros; 
estima que concurre la causa de resolución recogida en el artículo 211.g) de 
la LCSP; indica que hasta que no se produzca el requerimiento y la oportuna 
formalización de la modificación, no se reanudará la ejecución del contrato; y 
alega que no se ha dado trámite de audiencia al avalista, no se ha requerido 
informe jurídico y no se ha solicitado dictamen a este Consejo. 

 
Previamente, el 18 de septiembre el contratista presentó reclamación 

por los daños y perjuicios causados. 
 
Octavo.- El 14 de octubre se formula propuesta de resolución del 

contrato, por concurrir la causa prevista en el artículo 211.1.f) de la ley 9/2017, 
de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP), desestimando las 
alegaciones presentadas y aprobando, en su caso, la liquidación de daños y 
perjuicios.  

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
Noveno.- Mediante acuerdo de 4 de diciembre de 2025, del presidente 

del Consejo Consultivo, se requiere a la Administración consultante para que 
aporte diversa documentación complementaria, y se suspende el plazo para 
emitir dictamen. 

 
Recibida la documentación solicitada, y analizada esta, se reanuda el 

plazo para la emisión del dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),3º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen, según lo establecido en el apartado tercero, 1.e), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo Consultivo de Castilla y León, por el 
que se determina la composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- La normativa aplicable a la resolución del presente contrato viene 

determinada por la LCSP y el Reglamento General de la Ley de Contratos de 
las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto 1.098/2001, de 12 
de octubre (RGLCAP). En relación con su resolución, la cláusula 38.c) del pliego 
de cláusulas administrativas particulares (PCAP) se remite a los artículos 211 
y 245 de la LCSP.   

 
Consta la oposición del contratista a la resolución pretendida por la 

Administración, por lo que, de acuerdo con el artículo 191 de la LCSP, procede 
la emisión de dictamen por el Consejo Consultivo.  

 
La competencia para acordar la resolución del contrato y determinar sus 

efectos corresponde al órgano de contratación, de acuerdo con los artículos 
190 y 212 de la LCSP y 109 del RGLCAP.  

 
Finalmente, en el ámbito de la Administración local, el artículo 114.3 del 

texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen 
Local, aprobado por Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, 
establece como necesarios en este procedimiento los informes de la Secretaría 
y de la Intervención del Ayuntamiento. No consta en este caso el preceptivo 
informe de la Intervención. 

 
3ª.- En cuanto al fondo del asunto, la Administración consultante 

sostiene como causa de resolución la contenida en el artículo 211.1.f) de la 
LCSP, esto es, el incumplimiento de la obligación principal del contrato. Señala 
que la contratista ha manifestado en diversas ocasiones su incapacidad para 
hacer frente a la ejecución del contrato y la imposibilidad de asumir los 
compromisos adquiridos, y todo ello con independencia de las suspensiones 



 

6 
 

temporales de la obra y de las prórrogas concedidas, lo cual implicaría un 
incumplimiento del contratista de su obligación principal.  

 
No obstante, el contratista, en su escrito de oposición a la resolución, 

alega que concurre la causa de resolución de contrato prevista en el artículo 
211.1.g), esto es, “La imposibilidad de ejecutar la prestación en los términos 
inicialmente pactados, cuando no sea posible modificar el contrato conforme 
a los artículos 204 y 205; o cuando dándose las circunstancias establecidas en 
el artículo 205, las modificaciones impliquen, aislada o conjuntamente, 
alteraciones del precio del mismo, en cuantía superior, en más o en menos, al 
20 por ciento del precio inicial del contrato, con exclusión del Impuesto sobre 
el Valor Añadido”. 

 
Este Consejo Consultivo ha señalado de forma reiterada, entre otros en 

el Dictamen 269/2022, que en caso de concurrencia de varias causas de 
resolución de un contrato administrativo debe aplicarse de manera preferente 
la causa que se hubiere producido antes desde un punto de vista cronológico. 
Por ello, cuando concurren diversas causas de resolución del contrato, con 
diferentes efectos en cuanto a las consecuencias económicas de la extinción, 
debe atenderse a la que haya aparecido con prioridad en el tiempo.  

 
La jurisprudencia del Tribunal Supremo aprecia la prioridad en el tiempo 

para determinar la causa determinante de la resolución contractual. Y en este 
sentido resulta de interés la sentencia de 9 de enero de 2012: “(…) existían 
dos causas de resolución, que producían efectos económicos distintos, la 
paralización de las obras por período superior a ocho meses y la modificación 
del proyecto inicial en un porcentaje superior al 20 %. La primera causa de 
resolución en el tiempo fue la paralización de las obras, por lo que debió de 
aplicarse de manera preferente la causa que se hubiera producido primero 
desde el punto de vista cronológico (…)”.   

 
La citada doctrina se ha plasmado en el artículo 211.2 de la LCSP, que 

dispone que “En los casos en que concurran diversas causas de resolución del 
contrato con diferentes efectos en cuanto a las consecuencias económicas de 
la extinción, deberá atenderse a la que haya aparecido con prioridad en el 
tiempo”.  

 
Por ello, es preciso analizar en primer lugar, la causa prevista en el 

artículo 211.1.g) de la LCSP. 
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Como ya se ha indicado en los antecedentes de hecho, la Administración 
dictó resolución de modificación del contrato el 9 de septiembre de 2025; 
resolución cuya notificación se remitió a la contratista, si bien se rechazó en 
sede electrónica el 20 de septiembre. 

 
No obstante, la contratista reconoce en su escrito de 18 de septiembre 

de 2025, que “in extremis, a finales de agosto mi representada ha recibido el 
modificado del proyecto redactado por el Ayuntamiento, siendo que resulta 
imprescindible y necesario, con carácter previo a reanudar la ejecución del 
contrato, que se evalúe este por los técnicos competentes”; y en su escrito de 
oposición a la resolución advierte que “Posteriormente, el día 19.09.2025 le 
fue notificada a mi representada la Resolución de 09.09.2025 de la Concejal 
de Hacienda del Ayuntamiento de xxxx por la que se aprobó definitivamente la 
modificación del proyecto del contrato de obras”. 

 
Dicha modificación, aparece justificada por el director de obra en los 

siguientes términos: 
 

“Esta necesidad surge como resultado de la detección de 
patologías estructurales graves, no previstas en la fase de diseño inicial, 
durante los trabajos preliminares de demolición interior. Las patologías 
observadas comprometen la estabilidad global del edificio e impiden continuar 
con el proceso constructivo en los términos originalmente definidos. 

 
»Durante la ejecución de las tareas de demolición interior 

(desmontaje de tabiquería, retirada de instalaciones y exposición de elementos 
estructura/es), se identificaron indicios evidentes de deterioro estructural, 
entre ellos: 

 
(!) Fisuración transversal y longitudinal en vigas y pilares. 
 
(!) Pérdida de sección útil en pilares de hormigón armado, 

producto de la carbonatación y corrosión de armaduras. 
 
(!) Deformaciones excesivas en forjados, detectadas 

visualmente y confirmadas mediante instrumentación. 
 

Estos hallazgos motivaron la realización de ensayos específicos 
por parte de la empresa especializada qqq3. Dichos ensayos incluyeron: 
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(!) Extracción de testigos de hormigón para análisis de 
resistencia (f'c). 

 
(!) Evaluación del estado de las armaduras mediante 

inspección visual y medios indirectos. 
 
(!) Ensayos de ultrasonidos para detección de cavidades 

internas. 
 

»Medición de flechas acumuladas en forjados mediante 
nivelación óptica. 

 
»Los resultados concluyeron que la estructura existente no 

garantiza el cumplimiento del Documento Básico de Seguridad Estructural (DB-
SE) del Código Técnico de la Edificación (CTE), motivo por el cual se hace 
inviable su mantenimiento sin intervención correctora…”. 

 
Conviene recordar que la modificación contractual constituye una 

prerrogativa de la Administración, según el artículo 190 de la LCSP, y que 
además reviste carácter obligatorio para el contratista cuando no se encuentre 
recogida en los pliegos rectores de la licitación (como ocurre en este caso) y 
además “impliquen, aislada o conjuntamente, una alteración en su cuantía que 
no exceda del 20 por ciento del precio inicial del contrato, IVA excluido”, según 
el artículo 206 de dicho texto legal (en este caso el incremento total estimado 
del presupuesto de ejecución material sería “del 13,82 % del presupuesto 
original, justificado por la necesidad de cumplir con las exigencias normativas 
de seguridad”). 

 
El contratista no ha impugnado los pliegos ni la resolución de 

modificación de 9 de septiembre, y tampoco ha aportado un informe pericial 
contradictorio que acredite que la modificación no sea necesaria, respecto al 
proyecto original o que ésta implique una alteración en la cuantía del contrato 
que sobrepase el 20 % del precio inicial, supuesto en el que si el contratista 
no estuviera de acuerdo con dicha modificación procedería la resolución del 
contrato.  

 
A mayor abundamiento, y como ya se ha indicado, el contratista ha 

tenido conocimiento de la modificación acordada y ha dispuesto de un plazo 
de tres días para formular alegaciones al respecto (artículos 207 y 242 de la 
LCSP). Por ello, no puede acogerse la afirmación mantenida en su escrito de 
oposición a la resolución de que “hasta que no se validara la documentación 
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recibida, y se estudiara el modificado del proyecto redactado por ese 
Ayuntamiento, no se podría continuar con las obras”, por lo que no puede 
diferir “sine die” la evaluación y estudio del modificado, condicionando con ello 
la normal ejecución del contrato. 

 
Por todo lo expuesto, no concurre la causa de resolución recogida en el 

artículo 211.1.g) de la LCSP. 
 
4ª.- Sentado lo anterior, y como se ha indicado, la causa de resolución 

que aduce la Administración es la contenida en el artículo 211.1.f) de la LCSP, 
esto es, el incumplimiento de la obligación principal del contrato. 

 
Con esta previsión, que carece de antecedentes en normas anteriores, 

la LCSP resuelve, como manifestó el Consejo de Estado en su Dictamen n.º 
1116/2015, de 10 de marzo de 2016, al anteproyecto de la ley, la dificultad 
interpretativa que planteaba el texto refundido de la Ley de Contratos de 2011 
en los casos en los que los pliegos declaraban esenciales varias de las 
obligaciones accesorias imputables al contratista, pero omitían, sin embargo, 
esa calificación en lo que atañe al objeto mismo del contrato (la realización de 
la obra, la entrega del suministro o la prestación del servicio) por su obviedad.  

 
El artículo 211.1.f) establece, como ya hiciera el artículo 223.f) del texto 

refundido de la Ley de Contratos de 2011, que el contrato puede resolverse 
ante el incumplimiento por el contratista de las restantes obligaciones 
esenciales, siempre que estas últimas hubiesen sido calificadas como tales en 
los pliegos o en el correspondiente documento técnico descriptivo. Ahora bien, 
frente a la regulación anterior, la LCSP incorpora dos novedades, al exigir que 
concurran los requisitos siguientes:  

 
“1º Que las mismas respeten los límites que el apartado 1 del 

artículo 34 establece para la libertad de pactos.  
 
»2º Que figuren enumeradas de manera precisa, clara e 

inequívoca en los pliegos o en el documento descriptivo, no siendo admisibles 
cláusulas de tipo general”. 

 
A juicio del Consejo de Estado expresado en el mismo dictamen, con 

ello la ley trata de impedir que el pliego del contrato “configure como 
obligaciones esenciales cuyo incumplimiento determine la resolución contractual 
todas las obligaciones asumidas por el contratista”. Así, a diferencia de las 
leyes precedentes, la LCSP no contiene ya una remisión genérica a otras 
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posibles causas de resolución “establecidas expresamente en el contrato”, lo 
que supone que para que “este efecto extintivo pueda modularse en función 
de las características propias de cada contrato, la única opción remanente será 
la definición en el pliego de dichas obligaciones esenciales, lo que habrá de 
tenerse en cuenta en la confección del mismo”.  

 
En cuanto a esta causa de resolución (artículo 211.f) de la LCSP),  existe 

reiterada doctrina jurisprudencial (entre otras, sentencia del Tribunal Supremo 
de 10 de marzo de 1999) y del Consejo de Estado, en el sentido de que no 
basta cualquier incumplimiento contractual para que se produzca el efecto 
resolutivo, sino que ha de traducirse en una valoración del incumplimiento grave 
y de naturaleza sustancial del contrato, al ser la resolución la consecuencia 
más grave que puede derivarse de esta circunstancia.  

 
Asimismo, tal y como mantiene el Tribunal Supremo en sentencia de 14 

de diciembre de 2001, la resolución por incumplimiento del contrato ha de 
limitarse a los supuestos en que sea patente “una voluntad rebelde a su 
cumplimiento, sin bastar el simple retraso, al requerirse una pasividad dolosa, 
culposa o negligente imputable al contratista, como ha venido exigiendo la 
jurisprudencia de esta Sala a tales efectos”.  

 
Expuesto lo anterior, las obligaciones del contratista están recogidas en 

la cláusula 32.c) del PCAP, si bien una obligación no deviene esencial por ser 
calificada como tal en el pliego y en el contrato, sino que ésta debe serlo ab 
initio, esto es, debe estar íntimamente vinculada al objeto y elementos de un 
contrato en particular, de manera que “constituya un aspecto esencial en el 
contexto de la relación jurídica entablada entre las partes contratantes” 
(Dictamen del Consejo de Estado núm. 3428/1999, de 18 de mayo de 2000).  

 
Además, según reiterada jurisprudencia, “el contrato de obras es 

típicamente un contrato de resultado. De ahí que tanto la Ley como el 
Reglamento, al desarrollar la ejecución de este contrato, hagan hincapié en los 
preceptos mencionados para resaltar la obligación del contratista de cumplir 
tanto los plazos parciales fijados para la ejecución sucesiva, como el general 
o final para su total realización. Ítem más, para la constitución en mora del 
contratista no se requiere interpelación o intimación previa por parte de la 
Administración; hasta tal punto que una racional presunción de incumplimiento 
del plazo final, deducido de la conducta del contratista en el desarrollo de la 
obra permite a la Administración optar por la resolución del contrato” (entre 
otras, sentencias del Tribunal Supremo de 20 de marzo de 1989, 14 de julio 
de 1986, 12 de marzo de 1992). 
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De la documentación obrante en el expediente se deduce que el 

contratista, a pesar de las suspensiones acordadas y de la tramitación del 
modificado, ni siquiera ha comenzado la ejecución de las obras que constituyen 
el objeto de la licitación. En este sentido, tal como señala el Consejo de Estado 
en su Dictamen 602/2013, de 26 de junio, “no ofrece dificultad alguna concebir 
como obligación esencial de la contratista la ejecución de los trabajos descritos 
y presupuestados ni, por ende, reputar como incumplimiento de tales 
obligaciones la negativa manifestada por la adjudicataria a realizar las obras 
de reparación por las que decidió libremente licitar. En definitiva, en el 
supuesto sobre el que ahora se dictamina, la interesada ni tan siquiera inició 
la ejecución de las obras objeto del contrato, lo que supone un incumplimiento 
absoluto de la obligación esencial del contratista de realizar la prestación 
definida en dicho contrato”.  

 
Este Consejo (por todos dictámenes 1.222/2009, de 26 de noviembre, 

y 32/2010, de 18 de febrero) ha apreciado en algunos procedimientos de 
resolución de contratos de obra que el abandono de la obra por parte de la 
empresa contratista constituye el incumplimiento de una de las obligaciones 
contractuales esenciales, pues aun cuando no está calificada como tal en el 
contrato, resulta evidente que la obligación esencial del contratista es la 
ejecución de la obra. 

 
En este sentido, obran en el expediente informes que acreditarían este 

abandono unilateral de las obras por el contratista. Así, el informe de qqq2 de 
9 de octubre de 2025 indica “Que, el pasado día 24 de Julio de 2025, se recibe 
llamada telefónica del Responsable de la obra que se está ejecutando en el 
edificio de C/cccc nº16-18, en la que solicita la retirada del contador de agua 
de obra y su acometida así como la acometida de saneamiento existente en 
las casetas de obra, debido a que se iban a quitar dichas casetas”. Y el informe 
de la coordinadora de obras y servicios de la misma fecha señala que 
“habiendo contactado telefónicamente con (…), jefe de obra contratado por 
Construcciones qqq1 S.L. para saber sobre la continuación de las obras en la 
primera semana del mes de septiembre de este año, el técnico me manifestó 
que empezaba a trabajar en otra empresa constructora de forma inmediata y 
cesaba su contrato con qqq1 S.L. 

 
»El referido técnico entregó las llaves del edificio o centro de 

trabajo, a la Policía Local quedando bajo su custodia hasta día de hoy. 
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»El referido técnico figuraba como personal técnico adscrito al 
contrato de obras de rehabilitación del edificio destinado a servicios sociales, 
centro de ocio para jubilados, centro ocupacional y centro de acción social, 
siendo requisito indispensable la disposición de un técnico responsable de la 
obra, con una titulación mínima de Grado Medio en Arquitectura Técnica o 
similar en competencia profesional (incluyendo Arquitectura o Ingeniería 
relacionada con la construcción) según la cláusula 10 a) del PCAP”. 

 
En realidad, el contratista no niega que no se esté ejecutando el 

contrato, e insiste en que hasta que no se produzca el requerimiento y la 
oportuna formalización de la modificación, no se reanudará la ejecución del 
contrato, “siendo a partir de ese momento cuando se podrá valorar si mi 
representada está cumpliendo o no la obligación principal del contrato”. 

 
Sin embargo, el informe del director de obra de 7 de octubre de 2025 

(que obra en los folios 90 a 92 del expediente) acredita la existencia de una 
serie de labores tales como las intervenciones sobre los cerramientos de 
fachada de muro de carga, y concretamente la envolvente del inmueble a base 
de un sistema sate, la colocación de carpinterías en los huecos existentes y su 
vidrio correspondiente, la instalación y uso de andamios en todo el perímetro 
exterior y envolvente del edificio, la intervención sobre toda la superficie 
interior de la planta baja del edificio, la tabiquería instalaciones, acabados, la 
realización de las cajas de comunicación vertical donde se encuentran ubicados 
los ascensores, que podrían ir desarrollándose sin necesidad de interferir ni 
afectar para nada al refuerzo de plantas superiores, que son las relativas al 
modificado. 

 
Por tanto, a la vista del expediente, el incumplimiento del contratista 

puede ser calificado de culpable ya que no se trata de un simple retraso, sino 
de un incumplimiento a él imputable por su pasividad culposa o negligente, 
sin que haya manifestado ningún tipo de intención o voluntad de comenzar 
siquiera la obra que constituye el objeto del contrato. 

 
En definitiva, queda acreditado que el incumplimiento de la contratista 

es de tal entidad que motiva la resolución del contrato al amparo del artículo 
211.1.f) de la LCSP.  

 
5ª.- Por último, y aun cuando no ha sido alegada específicamente como 

causa de resolución del contrato la recogida en el artículo 211.1.b) de la LCSP, 
esto es, la declaración de concurso del contratista o su declaración de 
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insolvencia en cualquier otro procedimiento, sí se ha hecho referencia a esta 
circunstancia a lo largo del expediente. 

 
Se señala en las actas de 3 y de 9 de septiembre que los propios 

representantes de la contratista habían declarado que se encontraban en 
situación de preconcurso. Sobre esta cuestión se ha pronunciado este Consejo 
en su Dictamen 217/2024, de 30 de mayo, en los siguientes términos: 

 
“En este sentido la sentencia de la Audiencia Nacional de 26 de 

febrero de 2009 (recurso número 528/2005) considera que: `Por tanto 
debemos aclarar qué se considera como insolvencia judicialmente declarada 
ya que es fundamental a la hora de calificar la provisión efectuada por la 
actora, y en este sentido la Sala entiende que tal concepto debe de referirse 
exclusivamente a la resolución judicial que declare a alguien en estado de 
insolvencia, lo que es distinto a la mera admisión a trámite de la solicitud de 
declaración de concurso o de quiebra voluntaria o con la admisión a trámite 
de una solicitud de suspensión de pagos, de las que se pueden deducir ciertas 
consecuencias de tipo cautelar, pero que en ningún caso se corresponde con 
la exigencia de una resolución judicial al respecto acerca de la verdadera 
existencia de una situación de insolvencia, que debe ser el auto de declaración 
de esta situación por parte del Juez´. 

 
»Por su parte (si bien que referido al Real Decreto Legislativo 

3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley de Contratos del Sector Público) sobre las situaciones preconcursales el 
Informe 6/2013, de 10 de abril, de la Junta Consultiva de Contratación 
Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón destaca que: ̀ No figura, 
pues, entre los supuestos de hecho que conllevan una prohibición de contratar 
la «situación de preconcurso de acreedores», sin que sea aplicable la prohibición 
de contratar del artículo 60.1.b) TRLCSP a aquellas empresas que ponen en 
conocimiento del juzgado haber iniciado negociaciones para alcanzar un 
acuerdo de refinanciación, o para obtener adhesiones a una propuesta 
anticipada de convenio´. 

 
»Puede concluirse en definitiva que la mera solicitud del concurso 

(o en este caso de la comunicación de apertura de negociaciones con los 
acreedores) no es causa de resolución del contrato”. 

 
Por lo tanto, la mera situación de preconcurso no es causa de resolución 

del contrato. 
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6ª.- En cuanto a los efectos de la resolución, con carácter general, el 
incumplimiento culpable del contratista provoca la incautación de la garantía 
constituida, en los términos previstos en el artículo 110.d) de la LCSP, y la 
indemnización de los daños y perjuicios que hayan podido ocasionarse a la 
Administración contratante por la actuación del contratista, en lo que exceda 
de dicha garantía, de conformidad con el artículo 213.3 de la LCSP.  

 
Todo ello sin perjuicio de la liquidación de la obra ejecutada que proceda 

conforme al artículo 246.1 de la LCSP: “La resolución del contrato dará lugar 
a la comprobación, medición y liquidación de las obras realizadas con arreglo 
al proyecto, fijando los saldos pertinentes a favor o en contra del contratista 
(…)”.  

 
El mencionado artículo 213.3 de la LCSP ha de ponerse en relación con 

el 113 del RGLCAP, que dispone que “En los casos de resolución por 
incumplimiento culpable del contratista, la determinación de los daños y 
perjuicios que deba indemnizar éste se llevará a cabo por el órgano de 
contratación en decisión motivada previa audiencia del mismo, atendiendo, 
entre otros factores, al retraso que implique para la inversión proyectada y a 
los mayores gastos que ocasione a la Administración”.  

 
Para su fijación, si procede, deberá tenerse en cuenta la jurisprudencia 

del Tribunal Supremo, que ya en sentencia de 9 de diciembre de 1980 declaró 
que debe “(…) tenerse presente en esta materia de indemnización de daños y 
perjuicios la constante jurisprudencia que exige al que pretende hacer efectivo 
tal derecho que acredite la existencia real y efectiva de los daños, pues sólo 
podrán ser tomados en consideración aquellos perjuicios efectivos sufridos que 
estén suficientemente demostrados por cálculos obtenidos de datos fundados 
en valores reales y no meramente hipotéticos de resultados posibles pero no 
seguros”.  

 
 

III 
CONCLUSIONES 

  
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede resolver el contrato de contrato de obras de rehabilitación de 

edificio destinado a servicios sociales, centro de ocio para jubilados, centro 
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ocupacional y centro de acción social en xxxx, celebrado entre el Ayuntamiento 
y la mercantil qqq1, S.L. 

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


